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El suscrito Magistrado Ponente de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1. El señor ARGEMIRO AGUIRRE GARCÍA recibió llamadas en su apartamento ubicado en el Municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.) desde el  pasado veintinueve (29) de marzo, en las cuales se le exigía -bajo amenaza de muerte- la suma de ochocientos mil pesos ($800.000.oo). Al no cumplirse el cometido, se intensificaron las llamadas hasta alcanzar la exigencia de 3’000.000.oo. Puesto en conocimiento el caso del Gaula, se inició el “plan cabina” que dio como resultado la captura de DUQUE ARIAS en el momento en que hacía la última llamada extorsiva.

1.2. Al imputarse la conducta de extorsión ante el señor Juez de Garantías, éste aceptó su responsabilidad y el asunto pasó a la señora Juez Penal Municipal como funcionaria del conocimiento que efectuó la audiencia de individualización de pena y sentencia.

1.3. Al dosificarse la pena, la juez de instancia tomó en cuenta el aumento de la Ley 890 de 2004, aplicó el primer cuarto punitivo y de éste tomó el mínimo legal, para luego restar la mitad por la aceptación libre y llana de los cargos formulados, todo lo cual arrojó como resultado una sanción definitiva de CUARENTA y OCHO (48) MESES de prisión, e imposición de la pena accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas por un período de cincuenta (50) meses. Ante el no cumplimiento del factor objetivo negó el subrogado.

2.- El Debate

La Defensora de confianza del acusado no estuvo de acuerdo con el fallo y lo impugnó en forma oportuna. Las razones de su disenso tanto en primera como en segunda instancias, se pueden sintetizar de la siguiente manera:

- En lo personal, se debe tener en cuenta que se trata de una persona casada, con dos hijos menores de edad, sin antecedentes penales y quien por su mala situación económica se vio precisado a cometer el ilícito. Por su inexperiencia no alcanzó a consumar la conducta extorsiva, no existen agravantes en su comportamiento y se encuentra arrepentido de lo que hizo. Merece una oportunidad.

- La pena estuvo mal tasada pues se olvidó que la conducta por la cual se juzga atenta contra el patrimonio económico y no superó un salario mínimo (artículo 268 Código Penal). Se trata de un delito imperfecto y por lo mismo la víctima no pagó suma alguna por razón de esta conducta ilícita.

- Su prohijado carece de antecedentes, motivo por el cual, con su nueva argumentación, merece el subrogado.

La posición que Fiscalía y Ministerio Público asumen al respecto, es la siguiente:

El señor Fiscal, se opuso a la pretensión de la defensa y consideró que la sentencia estuvo ceñida a los parámetros legales, antes bien fue a su juicio muy benévola atendida la gravedad social de este comportamiento. Aclaró que la pretensión dineraria fue fijada por la Fiscalía finalmente en la suma de tres millones de pesos, según lo dio a conocer la investigación respectiva.

El señor Procurador sostiene que aquí lo importante a tener en consideración es que el delito es en la modalidad de tentativa.

3.- La Decisión

El tema objeto de debate, como se advierte, radica en la incidencia de la cuantía de la extorsión en el caso a estudio.

Como se sabe, la cuantía en los delitos contra el patrimonio económico, y la extorsión lo es, tiene un efecto directo tanto en la fijación de la COMPETENCIA como en la determinación de la PENA a imponer. Para dilucidar cada uno de esos aspectos, lo primero obviamente es ponernos de acuerdo en cuál es la cuantía que marca la pauta en los delitos de extorsión en general, y a qué cuantía es a la que debemos hacer referencia en el asunto concreto. En ese sentido corresponde decir lo siguiente:

Estamos en presencia de una extorsión ejecutada bajo el moderamen de la TENTATIVA, en consecuencia, será el monto del mayor valor exigido lo que nos servirá para definir el asunto. Lo anterior, en acatamiento a la Sentencia de Casación Penal del 29 de Octubre de 2001, con Rad. 13.292, en la cual se expone: “…la acción positiva o conducta desplegada por los sujetos activos del tipo penal de extorsión marca la pauta para fijar la competencia por razón de la cuantía, pues es su hacer ilegítimo el que se juzga, con independencia de lo que hagan frente a la exigencia quienes padecen el constreñimiento, las autoridades o terceras personas..”.

Para el caso concreto se supo que bajo amenaza de muerte se exigió inicialmente la suma de ochocientos mil pesos ($800.000.oo), pero al no cumplirse el cometido se intensificaron las llamadas hasta alcanzar la exigencia de $3’000.000.oo.

Ahora sí analicemos cada uno de los factores en los cuales incide esa cuantía. Frente al primero -la competencia-, cabe decir que la extorsión ha sufrido importante variación, pues para los hechos ocurridos antes del primero de enero del presente año, la competencia está asignada en forma exclusiva a los señores Jueces Penales Especializados sin importar la cuantía, de conformidad con el entendimiento dado por la Sala de Casación Penal a la Ley 733 de 2002 en auto de abril 09 de ese mismo año; en tanto, para los comportamientos extorsivos cometidos con posterioridad a la citada fecha, la competencia oscila entre varias categorías de funcionarios, a saber: Hasta 150 s.m.l.m.v. conocen los señores Jueces Penales Municipales; entre 150 y 500 s.m.l.m.v. conocen los señores Jueces Penales del Circuito, y más de 500 s.m.l.m.v. es del resorte de los señores Jueces Especializados.

Por ese factor objetivo, por tanto, no cabe duda que era la señora Juez Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal la competente para asumir el conocimiento de este asunto como en efecto lo hizo, teniendo en consideración que el salario mínimo fijado para este año asciende a $381.500 de conformidad con el Dcto. 4360 de 2004.

En lo que hace al segundo factor -estimación de pena-, que es lo que en últimas inquieta a la defensora recurrente, se tiene lo establecido por el artículo 268 C.P. que textualmente dispone: “Las penas señaladas en los capítulos anteriores, se disminuirán de una tercera parte a la mitad, cuando la conducta se cometa sobre cosa cuyo valor sea inferior a un (1) salario mínimo legal mensual, siempre que el agente no tenga antecedentes penales y que no haya ocasionado grave daño a la víctima, atendida su situación económica”. La pregunta es por tanto, si en el caso que se juzga hay o no lugar a la reducción habida consideración al monto de la exigencia extorsiva.

A este respecto, como se mencionó, es el mayor monto exigido lo que marca la pauta para la determinación de la cuantía, en consecuencia, serían los tres millones finalmente requeridos a la víctima los que describen la actividad criminosa y lo que el juzgador debía tener en consideración al momento de hacer la tasación de la pena. Esos tres millones, por supuesto, superan el tope establecido por la disposición en cita que contempla la diminuente en caso de no superarse el salario mínimo legal, con lo cual, es improcedente su aplicación en el caso a estudio.

A la misma conclusión se llega, si se aceptara en gracia de discusión probatoria que el monto de lo exigido no fueron los tres millones sino los iniciales ochocientos mil, pues entonces, estaríamos igualmente ante una cantidad que supera con creces el salario mínimo legal mensual vigente; situación que no varía por el hecho de estarse en presencia de un delito inacabado, pues lo que la norma menciona es que la conducta se realice “sobre objeto de cuantía inferior a ese monto”, no hace alusión a la suma que acrecienta ilícitamente al patrimonio del actor, sino al real o potencial daño de la víctima. 

Por ninguna vía se observa razón a la impugnante y, en consecuencia, es un imperativo la confirmación integral del fallo revisado, incluida la negación del beneficio liberatorio dado el monto de la pena impuesta.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA en todas sus partes la sentencia objeto de revisión.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                            VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

La Secretaria de la Sala, 

   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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